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La Mesa 2 de las VIII Jornadas de la Sociedad Venezolana de Derecho Mer-
cantil (SOVEDEM) estuvo dedicada al análisis de uno de los ejes estructurales del 
Derecho Mercantil contemporáneo: el Registro Mercantil y la función notarial como 
garantías esenciales de la seguridad jurídica en el tráfico económico.

El Registro Mercantil y el Notariado constituyen instituciones cardinales para 
la organización de la actividad empresarial, en tanto cumplen funciones de publi-
cidad, autenticidad, oponibilidad y certeza jurídica frente a socios, acreedores, in-
versionistas y terceros. En un contexto marcado por la transformación digital, la 
necesidad de eficiencia administrativa y la creciente complejidad de las operaciones 
mercantiles, la revisión crítica de su funcionamiento y de sus modelos institucionales 
resulta indispensable.

Esta Mesa fue concebida como un espacio de reflexión académica y práctica 
orientado a examinar los desafíos que enfrenta el sistema registral y notarial venezo-
lano frente a la digitalización de los actos mercantiles, la reducción de la burocracia, 
la protección del inversor, la interoperabilidad institucional y la armonización con 
estándares internacionales. Asimismo, se promovió el análisis comparado con expe-
riencias de otros ordenamientos jurídicos, a fin de identificar buenas prácticas que 
puedan servir de referencia para el fortalecimiento del sistema nacional. En este mar-
co, SOVEDEM propuso a los ponentes los siguientes ejes de discusión, que se trans-
criben textualmente a los fines de dejar constancia del alcance temático de la Mesa:

Digitalización e interoperabilidad del Registro Mercantil:
•	Promover la digitalización de actos mercantiles, habilitando su registro y 

publicidad mediante plataformas electrónicas seguras, así como su consulta 
en línea.

•	Experiencias comparadas en registros electrónicos (Chile, Colombia, Costa 
Rica, España).

*	 Abogada, Universidad Central de Venezuela. Estudios Avanzados en Contrataciones Internacionales y Arbitraje, Univer-
sidad Metropolitana. Estudios Avanzados en Arbitraje (PREAA), Universidad Monteávila. Cursante de la Especialización 
de Derecho Procesal, Universidad Católica Andrés Bello. Miembro de la Asociación Venezolana de Arbitraje (AVA). 
Delegada -40 del capítulo venezolano del Club Español e Iberoamericano del Arbitraje (CEIA). Abogada Asociada del 
Departamento de Litigios & Resolución de Conflictos del despacho de abogados Aspen Legal.
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•	Facultades de control del Registrador mercantil: ¿fedatario o supervisor em-
presarial?

•	Principio de autonomía privada frente a la discrecionalidad administrativa.

•	Experiencia colombiana en donde el registro lo llevan las cámaras de comercio 
de manera centralizada.

Firma electrónica y validez de documentos electrónicos:

•	Equivalencia funcional entre documentos en papel y electrónicos.

•	Permitir la presentación de documentos electrónicos firmados digitalmente 
por los socios.

•	Notariado digital y blockchain como soporte de fe pública.

•	Estándares internacionales de ciberseguridad en la certificación.

Reducción de la burocracia y transparencia registral:

•	Simplificación de trámites de constitución y modificación societaria.

•	 Implementación de un sistema de taquilla única para la obtención de los 
permisos y licencias necesarios para operar.

•	Publicidad registral como garantía de seguridad para terceros.

•	Acceso ciudadano: transparencia vs. protección de datos.

Protección del inversor y certeza en las transacciones:

•	Registro como garantía de confianza en el tráfico mercantil.

•	Relevancia para acreedores y socios minoritarios.

Perspectiva económica del Registro Mercantil:

•	Costo de la burocracia en la competitividad empresarial.

•	Registro como herramienta contra la informalidad.

Descentralización de la función notarial:

•	Modelos comparados: Guatemala y otros países donde los abogados ejercen 
simultáneamente como notarios. Impacto en la agilización de trámites socie-
tarios y registrales.

•	Posible implementación en Venezuela como alternativa para descongestionar 
notarias centralizadas.
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Por razones de tiempo y dada la amplitud y complejidad de los temas aborda-
dos, no fue posible desarrollar exhaustivamente todos los ejes propuestos durante la 
jornada. No obstante, las intervenciones de los ponentes permitieron identificar pro-
blemas estructurales, tensiones normativas y oportunidades de mejora que resultan 
fundamentales para repensar el rol del Registro Mercantil y de la función notarial en 
un entorno económico cada vez más digitalizado.

La presente reseña tiene por finalidad sistematizar las ideas centrales expuestas 
en la Mesa, dejando constancia del debate como un insumo relevante para futuros 
análisis académicos, propuestas de reforma institucional y procesos de moderniza-
ción, en coherencia con el compromiso de SOVEDEM de promover un Derecho 
Mercantil eficiente, confiable y alineado con los estándares internacionales.

Prof. Jesús Dávila1

Función registral, función notarial y seguridad jurídica: modelos y 
tensiones del control registral

El Prof. Jesús Dávila centró su intervención en articular un “triángulo” con-
ceptual que, a su juicio, resulta decisivo para el Derecho Mercantil contemporá-
neo: función registral, función notarial y seguridad jurídica. Desde una perspectiva 
doctrinaria y práctica, destacó el valor de espacios académicos que permitan discu-
tir estos temas más allá de las aulas, contrastar opiniones y construir criterios con 
sentido institucional. Su presentación se propuso conectar, de manera deliberada, 
conceptos que podrían parecer ajenos entre sí, pero que en realidad se condicionan 
mutuamente.

En primer término, el ponente explicó que tanto el registro como el nota-
riado operan como mecanismos mediante los cuales actos con vocación de privaci-
dad (por ejemplo, contratos) adquieren efectos reforzados frente a terceros. En su 
exposición, describió que la intervención institucional “expande” los efectos de la 
voluntad privada: en el caso del registro, produce oponibilidad a terceros; en el caso 
notarial, aporta fecha cierta y constancia de intervinientes, elementos que alimentan 
la confiabilidad del tráfico. En el fondo —señaló— se trata de resolver un problema 
de transparencia de mercado, al colocar a los operadores en una situación de infor-
mación más simétrica, favoreciendo la buena fe en transacciones.

1	 Abogado Cum Laude, Universidad Católica Andrés Bello. LLM de la Universidad de Nueva York. Director de la Escuela 
de Derecho de la Universidad Metropolitana y profesor de esa casa de estudios, así como del Doctorando en la Universi-
dad Católica Andrés Bello. Socio de la firma BakerMcKenzie.
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Sobre seguridad jurídica, el Prof. Dávila propuso entenderla como una expec-
tativa razonable de recurrencia: que las cosas ocurran conforme a criterios consisten-
tes y sostenidos en el tiempo, tanto en la vigencia de normas como en la actuación 
de autoridades y jueces. Este punto fue presentado como clave: si los actos son eva-
luados de forma variable e imprevisible, el resultado puede ser una inseguridad capaz 
de afectar seriamente el comercio. De allí que el ponente considerara que la función 
registral, especialmente respecto del contrato de sociedad y la vida de la sociedad 
mercantil, tiene implicaciones estructurales: el modo en que se califica e inscribe una 
sociedad repercute sobre la previsibilidad del sistema.

En el núcleo de su intervención, el Prof. Dávila expuso los modelos de revi-
sión o control en sede registral. Planteó, en términos generales, dos extremos y una 
eventual vía intermedia. Un primer modelo sería el de verificación estrictamente for-
mal: el registrador revisa requisitos objetivos previstos por la norma (por ejemplo, el 
Código de Comercio) y, constatado su cumplimiento, procede al registro, otorgando 
el carácter público correspondiente al acto. Un segundo modelo sería el de control 
ampliado o de supervisión, en el cual el registrador no sólo verifica formalidades, 
sino que supervisa y pondera cómo interactúan las partes en la creación del acto, 
ejerciendo facultades más intensas. Este segundo modelo, explicó, no sería extraño 
en Venezuela, pues existen sectores sometidos a supervisión administrativa robusta 
(mencionó ejemplos como banca, seguros, turismo). La cuestión —sugirió— es si 
un esquema de esa naturaleza debería trasladarse al universo de sociedades mercan-
tiles de comercio general, y con qué alcance.

El ponente mencionó además una vía intermedia o mixta, reconociendo su 
plausibilidad, pero advirtiendo que el gran debate reside en definir el “grado” de la 
mixtura: dónde se traza el estándar que determine cuándo se está frente a un sistema 
predominantemente formal y cuándo frente a uno más supervisor. Esta pregunta no 
es meramente técnica; involucra, en su planteamiento, un ejercicio de balance entre 
la preservación del derecho privado y el nivel de intervención del derecho público.

En este punto, el Prof. Dávila conectó el análisis con el proceso de reforma 
del Código de Comercio. Señaló que, si el registro se apoya en una “ley objetiva” 
que define requisitos y estructura de los actos privados, entonces revisar la norma 
base se vuelve relevante. También introdujo elementos de contexto: la necesidad de 
incorporar condimentos vinculados a la lucha contra la legitimación de capitales, y 
el peso de obligaciones provenientes de tratados o estándares internacionales. Como 
ejemplo concreto, aludió al debate sobre el anonimato del accionista y la necesidad 
contemporánea de identificar beneficiarios finales, en línea con buenas prácticas in-
ternacionales y exigencias vinculadas a transparencia.
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Asimismo, ilustró cómo ciertas normas del Código podrían servir de ejemplo 
para reformas puntuales que clarifiquen criterios aplicables en sede registral. Men-
cionó el artículo 264 del Código de Comercio (pérdida de capital) como un caso 
donde una reforma bien diseñada podría definir criterios contables y documenta-
ción relevante para determinar situaciones de pérdida y remedios, facilitando un 
control razonable sin anular la lógica del derecho privado. En esencia, sostuvo que 
un modelo con alguna supervisión requeriría definiciones claras para evitar arbitra-
riedad y asegurar consistencia.

En el cierre, el Prof. Dávila formuló una idea rectora: cualquier reforma debe 
tener como norte la libertad contractual y la prevalencia de la voluntad de las partes, 
favoreciendo, ante la duda, la contratación (“in dubio pro contracto”). Desde su en-
foque, los controles administrativos no deben convertirse en obstáculos excesivos; lo 
ideal es reservar espacio para control judicial y establecer límites institucionales que 
eviten que la administración “invada” la esfera privada. En la ronda final de inter-
cambio, ante la pregunta sobre el modelo más eficiente, expresó que la respuesta no 
es sencilla, pero se inclinó por un modelo mixto bien llevado, con zonas específicas 
de regulación y supervisión, sin desconocer realidades como la lucha global contra 
legitimación de capitales. Esta propuesta fue defendida como una vía prudente: con-
troles necesarios, pero no rígidos ni paralizantes; intervención acotada, pero compa-
tible con la evolución económica y con la exigencia de seguridad jurídica.

Marianela Zubillaga2

Digitalización del registro: marco normativo robusto y ejecución 
práctica aún incompleta

La ponente Marianela Zubillaga abordó de manera sistemática el eje de digi-
talización e interoperabilidad del Registro Mercantil, junto con la firma electrónica 
y la validez de documentos electrónicos. Su ponencia partió de un diagnóstico claro: 
el estado de digitalización del registro mercantil venezolano es incipiente, no por 
ausencia normativa, sino por una brecha relevante entre lo que el sistema jurídico 
permite y lo que, en la práctica, se implementa.

2	 Abogada Cum-Laude, Universidad Católica Andrés Bello (UCAB). Cuenta con estudios de especialización en Derecho 
Internacional y Comunitario, de la Universidad Central de Barcelona, Barcelona-España y en Derecho de la Unión 
Europea y la Competencia, CEPADE-Universidad Politécnica de Madrid. También cuenta con Estudios Avanzados en 
Derecho Tecnológico, Universidad Católica Andrés Bello y en Derecho y Tecnología, de la Universidad de Buenos Aires 
(UBA). Ha sido profesora de Derecho Mercantil en la Universidad Católica Andrés Bello. Forma parte de la lista de 
árbitros del Centro Empresarial de Conciliación y Arbitraje CEDCA. Es socia del escritorio Baumeister & Brewer.
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Como punto de partida, la ponente explicó que Venezuela cuenta con un 
soporte jurídico robusto para avanzar hacia un ecosistema digital registral. Para 
sustentar esta afirmación, describió cuatro instrumentos normativos y sus aportes 
principales. En primer lugar, la Ley de Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas 
fue presentada como “piedra angular” del ecosistema digital, por reconocer la vali-
dez del documento electrónico, establecer equivalencia funcional con el documento 
escrito, reconocer la firma electrónica —equiparable a la autógrafa cuando cumple 
requisitos de autenticidad e integridad—, regular certificados electrónicos y crear el 
ente regulador (SUCERTE). En segundo lugar, la Ley de Registros y Notarías fue 
destacada por autorizar el uso de medios electrónicos en procesos registrales y nota-
riales, permitir que el proceso se lleve íntegramente con documentos electrónicos y 
autorizar el uso de firma electrónica por registradores y notarios en los términos de la 
ley de mensajes de datos, lo cual —de aplicarse plenamente— permitiría escrituras, 
asientos y certificaciones electrónicas válidas.

En tercer lugar, la ponente se refirió a la Ley sobre Acceso e Intercambio 
Electrónico de Datos, Información y Documentos entre Órganos y Entes del Estado 
(2012), a la que calificó como ley de interoperabilidad: regula el intercambio electró-
nico entre órganos del Estado, obliga al uso de certificación electrónica para garan-
tizar autenticidad e integridad, permite expedientes administrativos electrónicos y 
dispone la digitalización y firma electrónica de archivos administrativos. Por último, 
expuso el rol de la Ley de Infogobierno (2013), como marco de lineamientos para 
el uso de tecnologías en el poder público: reconoce el derecho del administrado a 
presentar documentos electrónicos, obliga repositorios digitales, uso de certificados 
y firmas electrónicas, reconoce a SUCERTE como ente rector en seguridad informá-
tica y consagra interoperabilidad obligatoria entre organismos.

Con ese marco, Zubillaga planteó la cuestión central: si el ordenamiento con-
tiene las herramientas, ¿por qué el sistema no ha alcanzado un registro plenamente 
digital? La respuesta la ubicó en la ejecución práctica y en el diseño de los procesos 
actualmente implementados. Analizó, en particular, la operatividad del portal del 
SAREN para trámites ante registros mercantiles, señalando que el flujo real se ase-
meja más a una gestión administrativa digital que a un verdadero procedimiento 
electrónico integral. En su descripción, el usuario escanea documentos, los carga en 
PDF, reporta pagos y consulta estados en línea, pero el proceso “inicia y finaliza en 
papel”: para firmar, debe acudirse al registro, firmar físicamente, y el resultado final 
es un documento en físico con firma autógrafa del registrador. El esquema, por tan-
to, mantiene el documento como “papel” en su nacimiento y cierre.
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Luego analizó el procedimiento notarial más reciente, implementado median-
te providencia, para autenticación de documentos. Reconoció avances: aunque la 
presentación inicia en físico, para la firma del otorgante se incorporan mecanismos 
digitales, incluyendo captura de firma en pantalla y un cotejo biométrico dactilar 
mediante interoperabilidad con el SAIME, que habilita el proceso. No obstante, la 
ponente enfatizó que el punto decisivo no se satisface plenamente: la firma del no-
tario y testigos que aparece en el documento no es, según su explicación, una firma 
electrónica certificada conforme a la ley de mensajes de datos, sino más bien una 
firma manuscrita digitalizada/escaneada, carente del componente de certificación 
que otorga los atributos esenciales de una firma electrónica (certificado, trazabilidad, 
prueba de integridad, etc.). Para ilustrar didácticamente la diferencia, relató su expe-
riencia de obtención de firma electrónica en España, donde existe verificación ante 
organismo público y emisión de certificados que permiten comprobar identidad, 
fecha, hora y otros elementos asociados.

A partir de este contraste, Zubillaga formuló el paso indispensable: avanzar 
hacia el cumplimiento del marco legal existente mediante implementación de firmas 
electrónicas certificadas para funcionarios y otorgantes, conforme a los parámetros 
de la ley. Para cerrar su exposición, definió qué implicaría “cerrar el ciclo” de un 
registro digitalizado: contar con una sede electrónica (que podría aproximarse a la 
plataforma existente), disponer de expedientes electrónicos por compañía (migran-
do de físico a digital), asegurar que documentos estén firmados con firma electrónica 
certificada, e incorporar elementos de seguridad, trazabilidad y auditoría que permi-
tan trasladar la fe pública registral de libros físicos a expedientes electrónicos.

En la ronda final, al ser consultada sobre qué hace falta para implementar ple-
namente la firma electrónica, la ponente identificó un factor determinante: costo e 
inversión en infraestructura y personal especializado. Señaló que un sistema registral 
digital con parámetros internacionales requiere servidores criptográficos, hardware 
seguro para almacenamiento de claves, plataformas de verificación en línea y protec-
ción contra ataques informáticos, además de equipos profesionales con alta especia-
lización en seguridad informática y certificación digital. Concluyó que, sin voluntad 
del Ejecutivo para realizar esa inversión estructural, será difícil avanzar hacia un 
registro digital pleno conforme a estándares internacionales. Su intervención dejó, 
así, un mensaje doble: el soporte legal existe, pero la transformación exige capacidad 
técnica, inversión y coherencia entre norma y práctica.
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Prof. Daniel Pérez Pereda3

Reducción de burocracia y transparencia registral: diagnóstico crítico 
y propuestas de gestión

El Prof. Daniel Pérez Pereda concentró su intervención en el tema “reducción 
de la burocracia y transparencia registral”, enlazando su análisis con las exposiciones 
previas y procurando describir, con lenguaje directo, la distancia entre el diseño 
normativo y la realidad cotidiana que enfrentan usuarios y abogados. Su ponencia 
inició aclarando el uso del término “burocracia”: aunque en la práctica se asocia a 
una connotación negativa, recordó su raíz etimológica (buró: escritorio; kratos: po-
der) para definirla como el “poder del escritorio”, es decir, el poder del funcionario. 
Complementó con una referencia sociológica a la burocracia como modelo organi-
zativo basado en jerarquías, reglas y especialización, observando que dicho esquema 
se refleja en instituciones reales.

En el caso venezolano, el ponente sostuvo que existen normas orientadas a 
modernizar y simplificar trámites, pero el problema no radica tanto en la ley como 
en la puesta en práctica. Reiteró, en línea con la ponencia anterior, la importancia 
de distinguir entre firma electrónica real y la mera “digitalización” de la firma 
(escaneo). A su juicio, la modernización requiere automatización verdadera y no 
únicamente pasos digitales que terminan reproduciendo la lógica del papel y del 
trámite presencial.

El Prof. Pérez Pereda identificó un fenómeno estructural que denominó “mo-
delo burocrático clientelar”, asociado a opacidad y falta de rendición de cuentas. 
Señaló que uno de los aspectos más controversiales de la regulación vigente —en 
particular, en reformas recientes de la Ley de Registros y Notarías— ha sido el enca-
recimiento de trámites, con efectos prácticos indeseables: por ejemplo, desincentivos 
a protocolizar ciertos actos (mencionó especialmente compraventas de inmuebles), 
lo que genera perjuicios para la seguridad de titularidad y el desenvolvimiento del 
mercado. En este punto, criticó que respuestas institucionales no atacan la raíz del 
problema (baremos excesivos) y, en su lugar, “matizan” el debate sin resolver costos 
y barreras.

3	 Abogado egresado de la Universidad Central de Venezuela. Especialista en Derecho Mercantil y Doctorando en Ciencias, 
Mención Derecho de la misma casa de estudios. Así como Doctorando en Derecho de la Universidad Católica Andrés 
Bello. Actualmente se desempeña como consultor de la firma LEGA Abogados.
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Un segundo eje central de su exposición fue la doble revisión y el impacto 
sobre celeridad. Describió cómo, en ciertos trámites registrales, aun cuando existe 
revisión en el registro, el documento puede remitirse a sede central para una segun-
da revisión, produciendo esperas prolongadas e indeterminadas. Para el ponente, 
esta práctica refleja desconfianza institucional y se traduce en inseguridad jurídica. 
Subrayó que la automatización debería significar dinamización, simplificación y efi-
ciencia; si se añade una capa adicional de control sin criterios claros, el resultado es 
el contrario: procesos más lentos, más imprevisibles y más costosos.

En materia de transparencia, el Prof. Pérez Pereda insistió en que el problema 
se agrava por opacidad en la administración de recursos y por dificultades para acce-
der a información relevante. Propuso, como idea fuerza, la necesidad de indicadores 
de gestión gubernamental que funcionen como elemento de contraloría social y 
transparencia: medir efectividad, tiempos, productividad, costos y resultados. Seña-
ló que, en experiencias previas de gestión pública, dichos indicadores y procesos de 
auditoría permitían publicidad de la gestión e información sobre inversión, lo cual 
fortalece confianza institucional.

En cuanto a obstáculos operativos, describió problemas vinculados a plata-
formas digitales: ausencia de lineamientos uniformes para carga de archivos, crite-
rios discrecionales de revisión (por ejemplo, observaciones por formato, centrado u 
otros aspectos), y falta de uniformidad que genera retrasos y afecta la autonomía de 
voluntad. Recordó, asimismo, experiencias en las cuales se dispusieron “modelos” 
estandarizados para ciertos documentos, lo cual generó críticas por restringir liber-
tad de redacción, creando una suerte de documento único impuesto por criterio 
administrativo. También señaló la ausencia de ciertos trámites en catálogos digitales, 
obligando a usuarios a analogías, o incluso a simular actos para encajar en categorías 
disponibles, lo que consideró institucionalmente inadecuado.

Al cierre, el ponente formuló una premisa que sintetiza su enfoque: inversión 
en tecnología debe ir acompañada de inversión proporcional en capacitación. Re-
tomó una idea: cada dólar invertido en tecnología exige otro dólar en capacitación, 
pues sin personal formado la automatización no logra su objetivo, y los sistemas 
—creados por humanos— siempre presentan fallas que requieren soporte compe-
tente. Esta idea conecta con su propuesta de optimización: instruir al administrado, 
formar a funcionarios, fijar criterios objetivos y uniformes, motivar decisiones, y 
crear indicadores.

En la ronda final, al ser consultado sobre el mayor obstáculo para la trans-
parencia, el Prof. Pérez Pereda fue contundente: la inmotivación en el rechazo de 
solicitudes. Explicó que, en sistemas digitales, el rechazo puede limitarse a un men-
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saje genérico (“revise, hay errores”), sin explicación razonada. Eso obliga al usuario 
a “ir al escritorio del burócrata” para entender el motivo real, aumentando costos y 
discrecionalidad. Para el ponente, la motivación es esencial en actos administrativos 
y judiciales; sin motivación no hay criterios verificables y se profundiza la inseguri-
dad jurídica. Concluyó que transparencia requiere criterios objetivos, publicidad de 
gestión, rendición de cuentas y cultura institucional de explicación y consistencia.

Lisbeth Berríos4

Perspectiva económica del registro mercantil y protección de 
inversiones: incentivos, costos y propuestas

La ponente Lisbeth Berríos desarrolló una intervención orientada a integrar 
los distintos vértices debatidos en la Mesa 2, desde un enfoque de análisis económico 
del derecho aplicado a la función registral mercantil y su impacto sobre la protección 
de inversiones. Desde el inicio, consideró que los problemas del registro mercantil se 
encuentran estrechamente vinculados tanto al entorno macroeconómico (inflación, 
devaluación, reconversiones) como al entorno microeconómico (incentivos, decisio-
nes y conductas de los agentes). Por ello, defendió que comprender el registro desde 
la economía permite diseñar normas más eficientes y alineadas con la realidad del 
mercado.

La ponente explicó que el análisis económico integra un sistema de predicción 
(economía) y un sistema de regulación (derecho). Bajo ese marco, ilustró cómo los 
agentes económicos ajustan decisiones: si suben precios, se deja de consumir; si se 
incrementan costos para formalizar empresas, muchos optan por la informalidad. 
En consecuencia, sostuvo que ninguna autoridad puede determinar por sí sola la 
conducta de mercado mediante normas alejadas de la realidad; el Estado tiene rol, 
pero debe orientarse a garantizar el libre desenvolvimiento de actividad económica. 
Este enfoque se vinculó con la distinción entre mercado libre y mercado regulado, 
subrayando que la dinámica espontánea de oferta y demanda determina precios y 
condiciones.

Aplicando estas ideas a Venezuela, la Dra. Berríos enmarcó el debate en hechos 
notorios: inflación permanente reconocida como previsible, devaluación sostenida 
y sucesivas reconversiones monetarias. En ese contexto, analizó el marco normativo 

4	 Abogada Magna Cum Laude egresada de la Universidad Central de Venezuela. Actualmente cursa la especialización en 
Derecho Mercantil en la misma institución. Cuenta con estudios avanzados en Arbitraje de Inversión impartido por 
ARBANZA, Escuela de Arbitraje. Es miembro del Consejo Directivo de la Asociación Venezolana de Arbitraje (AVA) y 
miembro incorporado de la Sociedad Venezolana de Derecho Mercantil (SOVEDEM). Es abogada asociada en LEGA 
Abogados en el departamento de Derecho Corporativo, Litigios Mercantiles y Arbitraje.
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de registros mercantiles: el Código de Comercio como norma primigenia (con ante-
cedentes desde 1873 en regulación registral), la Ley de Registros y Notarías (versión 
vigente de 2021) y un conjunto de leyes especiales (aseguradora, bancaria, etc.), 
además de un elemento especialmente relevante: resoluciones y providencias del SA-
REN que han alterado aspectos esenciales del régimen societario e incluso, según 
afirmó, han introducido exigencias no previstas en el Código, generando tensiones 
con el principio de legalidad. De allí derivó su diagnóstico: fragmentación normati-
va y fenómeno de descodificación en materia registral, aunque con persistencia del 
Código como estatuto general del comerciante.

Desde la práctica, la ponente enumeró obstáculos frecuentes que, a su juicio, 
incrementan inseguridad jurídica y afectan inversión: intervención del registrador 
en el contenido del acto societario (en lugar de limitarse a su función instrumental), 
exigencia de inscripción de actos no obligatorios, imposición de requisitos no pre-
vistos en la ley y control discrecional alimentado por potestades amplias en la Ley 
de Registros y Notarías. Destacó especialmente el artículo 57 de esa ley, que autoriza 
al registrador a negar inscripción por considerar “insuficiente” el capital en relación 
con el objeto social. La crítica económica y jurídica fue clara: al no existir montos 
mínimos o máximos en el ordenamiento para sociedades anónimas, la “suficiencia” 
es relativa, temporal y discrecional; esto rompe la relación entre capital nominal y 
capital real, afectando confianza de terceros, acceso al crédito y percepción de sol-
vencia.

La ponente mencionó además potestades relacionadas con aportes en especie, 
dirección/domicilio, duración social y otros aspectos de inscripción y continuidad 
societaria. Sin negar que la ley otorga competencias de control, sostuvo que su ejerci-
cio debe mantenerse dentro de límites del principio de legalidad y de la finalidad es-
pecífica de cada atribución, lo cual resulta difícil de preservar en la práctica. Enume-
ró consecuencias económicas de estas prácticas: menor intención de constituir com-
pañías, paralización operativa, incertidumbre y falta de previsibilidad; incremento 
de costos regulatorios; pérdida de inversiones por inseguridad en plazos y criterios; 
y, en general, un entorno complejo para iniciar y continuar negocios. En coherencia 
con ello, afirmó que indicadores internacionales de competitividad y facilidad para 
hacer negocios reflejan dichas dificultades en comparación con otras economías.

En el tramo final, Berríos ofreció propuestas. Señaló que el Código de Comer-
cio vigente recoge principios fundamentales del liberalismo económico y da preemi-
nencia a la autonomía privada; además, reconoce intervención estatal para verificar 
requisitos de constitución, con normas de orden público excepcionales. No obstante, 
consideró que existen ámbitos no actualizados frente a globalización y digitalización, 
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lo que ha permitido que otros instrumentos llenen vacíos con criterios que pueden 
contradecir principios del derecho privado.

Su propuesta más concreta se centró en el capital social en contexto de infla-
ción: planteó replantear el principio nominalista, considerando alternativas como 
vincular valor del capital al poder adquisitivo al momento del acuerdo social me-
diante índices o fórmulas pactadas, y complementar la medición de “salud” em-
presarial con otros indicadores como el patrimonio, evitando sobrecargar al capital 
nominal de una función que no cumple adecuadamente en alta inflación. Asimismo, 
resaltó la necesidad de reglas claras y previsibles para tasas y costos de trámites en 
una reforma: tasas calculadas sobre aumentos de capital incrementan costos de cons-
titución y modificaciones, generando incentivos perversos para subcapitalización o 
informalidad. Concluyó que la protección del inversor depende de criterios unifor-
mes, plazos definidos y requisitos transparentes.

En la ronda final, ante la pregunta sobre qué pueden hacer sociedades y so-
cios mientras llega la reforma, propuso estrategias privadas para buscar transparen-
cia y estabilidad: pactos parasociales para regular aspectos internos clave; cláusulas 
contractuales de adaptabilidad (hardship, revisión periódica, desistimiento unilateral 
cuando corresponda); y protocolos internos para continuidad operativa, sustitución 
de administradores y planes de contingencia. Reconoció que estas medidas no sus-
tituyen la reforma, pero pueden ayudar a operar en un entorno de alta volatilidad.

Lic. José Toledo5 (Invitado internacional de Guatemala)
El ejercicio del notariado por los abogados: experiencia comparada

La intervención del Lic. José Toledo (Guatemala) aportó una mirada compa-
rada especialmente útil para el debate venezolano sobre Registro Mercantil, función 
notarial y seguridad jurídica, al describir el modelo guatemalteco de notariado ejer-
cido por abogados y su funcionamiento institucional. Desde el inicio, el ponente 
subrayó la relevancia de comprender la evolución histórica del notariado en su país, 
destacando que el Código de Notariado guatemalteco fue aprobado el 30 de no-
viembre de 1946 y entró en vigencia el 1 de enero de 1947, manteniéndose —con

5	 Licenciado de Ciencias Jurídicas y Sociales, Abogado y Notario por la Universidad Rafael Landivar de Guatemala; cuenta 
con un LLM en Finanzas por la Universidad Francisco Marroquín de Guatemala; también con una certificación en entre-
preneurship por la Universidad de Tulane, y certificación de Curso Superior de Arbitraje por la Universidad de San Pablo 
y el Centro Internacional de Arbitraje, Mediación y Negociación de Madrid, España. Miembro del Chartered Institute of 
Arbitrators y del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala. Actualmente es Gerente Legal para Centroamérica y el 
Caribe en PepsiCo.
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algunas modificaciones puntuales— en lo esencial. Esta permanencia normativa fue 
presentada como indicio de que el legislador, en ese momento, logró estructurar un 
marco regulatorio con claridad sobre la función notarial y su proyección.

Uno de los aportes centrales de la exposición consistió en explicar quiénes son 
notarios en Guatemala y cómo se accede a esa condición. El Lic. Toledo enfatizó que 
la fe pública es otorgada por el Estado y recae sobre quienes cumplen con requisitos, 
entre los cuales mencionó: ser guatemalteco, poseer el título de abogado y notario, 
y contar con reconocida honradez, dimensión ética que el ponente consideró de 
especial importancia. Asimismo, explicó que Guatemala presenta una característica 
distintiva: no se designan notarios por el Ejecutivo Nacional ni por distritos. Más 
bien, el acceso se encuentra estrechamente vinculado a la formación universitaria: 
durante la carrera, el estudiante recibe formación tanto en abogacía como en nota-
riado y, al finalizar, debe someterse a exámenes privados (en áreas pública y privada) 
ante una terna evaluadora. Según expuso, este proceso conduce a la obtención de 
tres títulos: la licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, y —previa aprobación 
de exámenes— los títulos habilitantes para ejercer como abogado y notario, con 
los registros correspondientes ante el Colegio de Abogados y Notarios y la Corte 
Suprema de Justicia.

La ponencia también abordó aspectos de contexto profesional y desafíos del 
ejercicio. El Lic. Toledo señaló que en Guatemala existen más de 44.300 abogados 
y notarios inscritos en el Colegio, aclarando que tal cifra incluye también a personas 
fallecidas. A partir de esta realidad, describió cómo, especialmente desde mediados 
de los años 2000, se produjo una expansión de universidades con facultades de 
derecho que —según su apreciación— impactó la percepción del profesionalismo 
por razones asociadas a exigencia académica y dinámicas políticas. Sin convertir 
este punto en un juicio general, lo utilizó para ilustrar retos prácticos: competencia 
desleal en honorarios, tensiones éticas y necesidad de que autoridades e instituciones 
gestionen adecuadamente el sistema, evitando distorsiones que puedan afectar la 
confianza pública.

En cuanto al contenido funcional del notariado, el ponente explicó algunas 
facultades típicas del notario guatemalteco: autorizar escrituras públicas, certificar 
firmas, legalizar documentos y levantar actas notariales respecto de hechos que le 
consten o que le sean presentados por una o ambas partes. Destacó el rol del proto-
colo notarial y la utilización del papel protocolo, subrayando su valor de solemnidad 
para determinados instrumentos y su condición de soporte que el notario custodia. 
En una afirmación de alto contenido institucional, el Lic. Toledo puntualizó que el 
papel protocolo no pertenece al notario, sino al Estado, y que el notario actúa como 
custodio responsable, lo que incrementa el deber de diligencia y archivo.
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El Lic. Toledo describió además las obligaciones y mecanismos de fiscaliza-
ción. Identificó como institución relevante el Archivo General de Protocolos, al que 
presentó como órgano del Organismo Judicial que verifica el ejercicio notarial. Se-
gún explicó, existen controles periódicos sobre el cumplimiento de requisitos del 
código, y pueden derivarse sanciones o correcciones cuando corresponda. En este 
segmento, el ponente reforzó un mensaje transversal: la función notarial exige actua-
ción ética, legal y diligente, no sólo por la naturaleza del trabajo, sino por el alcance 
probatorio y de certeza que la fe pública confiere.

En el componente de modernización, el Lic. Toledo resaltó avances tecnológi-
cos, destacando especialmente el registro de la firma electrónica avanzada como uno 
de los progresos más significativos para agilizar trámites en distintas instituciones 
(por ejemplo, en materia mercantil, ante entidades tributarias y administrativas), al 
reducir necesidad de presencia física y manejo de documentos en papel. Sin embar-
go, fue claro al afirmar que aún existe un amplio margen de mejora: el mundo se 
transforma con rapidez y el notariado no puede permanecer atado exclusivamente 
a prácticas del pasado. Aun así, introdujo una idea de equilibrio: modernización sí, 
pero sin perder la esencia de la función, insistiendo en que la tecnología debe con-
cebirse como herramienta para trabajar con mayor diligencia y eficacia, no como 
sustituto del notario.

Como cierre, el Lic. Toledo ofreció conclusiones de carácter institucional: el 
notariado es un pilar que contribuye a la certeza jurídica, pues permite documentar 
la voluntad de las partes con valor reforzado para eventuales controversias. Recalcó 
que la fe pública es un poder otorgado por el Estado y, por tanto, su ejercicio exige 
altos estándares éticos. En el marco de la Mesa 2, esta intervención funcionó como 
insumo comparado para reflexionar sobre alternativas de organización de la función 
notarial y su posible utilidad para repensar reformas, siempre conectadas con el ob-
jetivo final de fortalecer la seguridad jurídica y la eficiencia del tráfico.

Conclusiones
Mesa 2: Registro mercantil, función notarial y seguridad jurídica

La Mesa 2 permitió un análisis integral y plural de la función registral y nota-
rial como pilares esenciales de la seguridad jurídica y del tráfico mercantil, abordan-
do el tema desde perspectivas comparadas, dogmáticas, tecnológicas, administrativas 
y económicas. Las intervenciones coincidieron en que el debate sobre la reforma del 
Derecho Mercantil venezolano no puede prescindir de una revisión profunda del 
modelo registral y notarial, en tanto estos inciden directamente en la previsibilidad, 
transparencia y eficiencia de las relaciones económicas.
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En primer lugar, desde el derecho comparado, la exposición del Lic. José Toledo 
evidenció que la descentralización del ejercicio notarial, como ocurre en Guatemala, 
constituye una alternativa institucional viable para agilizar trámites y fortalecer la fe 
pública, siempre que se sustente en sólidos estándares éticos, mecanismos de control 
y formación profesional rigurosa. Esta experiencia permitió cuestionar la idea de 
que la función notarial debe necesariamente concentrarse en estructuras estatales 
centralizadas, abriendo el espacio para reflexionar sobre modelos que, sin perder 
control institucional, puedan reducir cargas administrativas y tiempos de respuesta.

En segundo término, la intervención del Prof. Jesús Dávila puso de relieve la 
estrecha vinculación entre función registral, función notarial y seguridad jurídica, 
subrayando que el registro cumple la tarea de proyectar la voluntad privada hacia 
terceros mediante la publicidad y la oponibilidad de los actos. En este contexto, se 
destacó que la seguridad jurídica exige consistencia normativa y estabilidad en los 
criterios de actuación administrativa, pues la variabilidad o discrecionalidad excesiva 
en la calificación registral genera incertidumbre y afecta negativamente la confianza 
en el sistema. El análisis de los modelos de control registral —formal, supervisor 
y mixto— permitió concluir que cualquier esquema debe preservar como norte la 
libertad contractual y la autonomía de la voluntad, evitando que la intervención ad-
ministrativa desnaturalice el derecho privado, sin desconocer la necesidad de ciertos 
controles vinculados a estándares internacionales, como la prevención de la legiti-
mación de capitales.

Desde la óptica tecnológica, la abogada Marianela Zubillaga evidenció una di-
sonancia significativa entre el marco normativo venezolano y su aplicación práctica. 
Si bien el ordenamiento jurídico contiene un conjunto de leyes que habilitan plena-
mente la digitalización del registro mercantil y el uso de la firma electrónica certifi-
cada, en la práctica los procedimientos implementados se limitan, en gran medida, 
a una gestión administrativa digital que continúa dependiendo del soporte físico y 
de firmas no certificadas. La Mesa coincidió en que la verdadera digitalización exige 
no solo normas, sino inversión en infraestructura tecnológica, sistemas de seguridad, 
trazabilidad y auditoría, así como personal altamente capacitado, para garantizar que 
la fe pública registral pueda trasladarse de los libros físicos a expedientes electrónicos 
con estándares internacionales.

Por su parte, el Prof. Daniel Pérez Pereda ofreció un diagnóstico crítico sobre 
la burocracia y la falta de transparencia en el funcionamiento actual del sistema 
registral y notarial. Se destacó que la proliferación de controles, la doble revisión ad-
ministrativa, la ausencia de criterios uniformes y la inmotivación en los rechazos de 
trámites constituyen factores que erosionan la seguridad jurídica y elevan los costos 
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de cumplimiento para los usuarios. En este sentido, se subrayó que la automatiza-
ción y digitalización solo cumplen su finalidad cuando se traducen en simplifica-
ción, celeridad y predictibilidad, y no cuando reproducen, en formato digital, prác-
ticas burocráticas discrecionales. La necesidad de indicadores de gestión, rendición 
de cuentas y publicidad institucional fue presentada como condición indispensable 
para avanzar hacia un sistema más transparente.

Finalmente, la abogada Lisbeth Berríos integró las discusiones desde una 
perspectiva económica del Derecho, destacando que la función registral no puede 
analizarse al margen del contexto macroeconómico venezolano, caracterizado por 
inflación sostenida y devaluación. Desde este enfoque, se señaló que los altos costos, 
la discrecionalidad en la calificación registral y la fragmentación normativa generan 
incentivos para la informalidad y desincentivan la inversión nacional y extranjera. Se 
resaltó que, aunque el Código de Comercio vigente consagra principios liberales y 
reconoce la autonomía privada, la proliferación de normas administrativas y prácti-
cas registrales ha desdibujado dichos principios. En consecuencia, cualquier reforma 
futura debe procurar reglas claras, previsibles y económicamente racionales, parti-
cularmente en materia de capital social, tasas y costos registrales, para restablecer la 
confianza en el tráfico mercantil.

En conclusión, la Mesa 2 coincidió en que la seguridad jurídica en materia 
mercantil depende de un equilibrio cuidadoso entre autonomía privada y control 
institucional, entre modernización tecnológica y garantías de fe pública, y entre 
eficiencia administrativa y transparencia. La revisión del registro mercantil y de la 
función notarial se presenta, así, como un componente ineludible de cualquier pro-
yecto serio de reforma del Derecho Mercantil venezolano, orientado a fortalecer la 
confianza de los operadores económicos, reducir la informalidad y crear condiciones 
propicias para la inversión y el desarrollo sostenible del país.


